










La Corte determinó que el alcance de la sentencia es 
aplicable para los territorios indígenas, pero en 
realidad su alcance debería ser extendida a todo el 
territorio nacional, teniendo en cuenta que lo que está 
en juego es el patrimonio genético y biocultural de los 
maíces nativos y criollos del país que cuidan los 
pueblos y comunidades étnicas y campesinas en todo 
el territorio nacional. 

Aunque el Ministerio de Agricultura y las entidades del 
orden nacional han planteado su compromiso de 
implementar las ordenes de la sentencia T-247, pasado 
cerca de un año de haberse expedido, el Ministerio 
aún no ha dado respuesta frente a la propuesta que le 
presentaron al gobierno nacional, las organizaciones 
indígenas accionantes de la tutela sobre las rutas y 
acciones que deben implementarse para su 
cumplimiento. 

Las organizaciones indígenas accionantes de la Tutela 
consideran que el gobierno nacional debe adoptar 
medidas jurídicas que "reconozcan y protejan la 
agrobiodiversidad como bienes comunes de los 
pueblos y comunidades rurales", y que se adopten 
medidas integrales, eficaces e interdependientes de 
control de las tecnologías transgénicas que lleven a la 
"prohibición de los cultivos transgénicos en el país". 

Igualmente consideran que más allá de lo que se logre 
avanzar con la implementación de la sentencia, lo 
fundamental es que las comunidades continuarán 
generando mecanismos de exigibilidad de sus 
derechos territoriales autónomos e impulsarán 
acciones para la defensa y protección de sus bienes 
comunes, sus semillas, sus formas tradicionales de 
producción y su soberanía y autonomía alimentaria. 
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